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Acta No. 277
Se resuelve el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado Cuarto Penal del Circuito y la Sala Civil - Familia de este Tribunal Superior, para conocer la acción de tutela promovida por Luz Miryam Salazar Brito en contra de la Agencia Presidencial para la Acción Social.
ANTECEDENTES

Demanda la actora el amparo de sus derechos fundamentales al mínimo vital vivienda digna y protección a los niños que dice le han sido conculcados por la accionada, al no entregarle los auxilios humanitarios a que tiene derecho por hacer parte de la población desplazada. Adujo igualmente, que tiene a su cargo tres hijos de los cuales dos son menores de edad.
La actuación correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito el cual, mediante auto del pasado 28 de mayo, se abstuvo de conocer del trámite al considerar que la libelista dirigió su demanda contra la Agencia Presidencial para la Acción Social entidad que conforme a la ley 1448 y el decreto 4155 de 2011 fue transformada en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, que es una entidad del sector central, y de acuerdo con el decreto 1382 de 2000, su conocimiento corresponde al Tribunal Contencioso Administrativo, al Tribunal Superior del Distrito o al Consejo Seccional de la Judicatura, corporaciones a las cuales remitió la acción para su reparto.
El asunto le fue asignado a la Sala Civil - Familia de este Tribunal Superior, el cual en providencia de 31 de mayo siguiente, expresó que en razón de lo dispuesto por la ley 1448 de 2011 la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación de Víctimas tendrá como funciones entregar la asistencia humanitaria y la ayuda humanitaria de emergencia a las víctimas, y realizar la valoración para determinar la atención humanitaria de transición a la población desplazada. De igual manera, sostuvo, dicha norma prevé que esta entidad cuenta con personería jurídica, autonomía financiera y está adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, características propias de las entidades descentralizadas por servicios de la Rama Ejecutiva del Poder Público. Por tanto, aseveró, que al ser ésta Unidad la legitimada para intervenir por pasiva en este asunto la competencia radica en los Juzgados con categoría de circuito, y en consecuencia se declaró incompetente y dispuso la remisión del expediente para la resolución del conflicto.
CONSIDERACIONES

1. En esta Sala Mixta de la Corporación radica la competencia para dirimir el conflicto planteado, de acuerdo con lo que dispone el artículo 18 de la ley 270 de 1996, que dice: 
“Los conflictos de competencia que se susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la Corporación. 

Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la Corporación.”

En efecto, se trata de una controversia que involucra a despachos de diferente categoría de este Distrito Judicial, y de distinta especialidad ya que uno es penal y otro civil y de familia.   

2. De acuerdo con lo aducido por los despachos judiciales involucrados, corresponde determinar en cuál radica la competencia para conocer de esta acción de tutela que se ejerce contra la otrora Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, en procura de obtener la asistencia humanitaria a que creer tener derecho la actora por hacer parte de la población desplazada.   
3. Para resolver la cuestión es necesario acudir al pronunciamiento de la H. Corte Suprema de Justicia que en un caso análogo decretó la nulidad de lo actuado en un proceso de tutela que conoció en primera instancia el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, al considerar que en casos como este, la competencia radicaba en los Jueces de Circuito:
“En ese orden, resulta oportuno mencionar que la Sala al desatar un asunto de aristas similares indicó, que “[l]a Ley 1448 de 10 de junio de 2011 ‘por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones’, estableció en el artículo 170 que la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘se transformará’ en un Departamento Administrativo cuyas tareas serán las de ‘fijar las políticas, planes generales, programas y proyectos para la asistencia, atención y reparación a la víctima de las violaciones a las que se refiere el artículo 3° de la presente ley, la inclusión social, la atención a grupos vulnerables y la reintegración social y económica’ y en el 166 creó la Unidad de Atención y Reparación Integral a la Víctima como Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, asignándole, entre otras funciones, la competencia para conocer las solicitudes de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas, así como la entrega de ‘la asistencia humanitaria a las víctimas de que trata el artículo 47 de la presente ley, al igual que la ayuda humanitaria de emergencia de que trata el artículo 64, la cual podrá ser entregada directamente o a través de las entidades territoriales’ (numeral 16, artículo 168)’.  

  
“Mediante Decreto 4155 de 3 de noviembre de 2011 se materializó la transformación de la Agencia para la Acción Social y la Cooperación Internacional en Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, como organismo principal de la Administración Pública del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación, y en el artículo 32 señaló que ‘la asistencia, atención y reparación a las víctimas de la violencia, continuarán siendo asumidas por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, hasta tanto se cree la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a Víctimas, se adopte su estructura y su planta de personal’, en el 35 se indicó que ‘El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social seguirá con el trámite de las acciones constitucionales, procesos judiciales, contenciosos administrativos, ordinarios y administrativos, en los que sea parte la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, hasta su culminación y archivo. Si llegaren a proferirse fallos en las acciones de tutelas relacionadas con asuntos de competencia de las nuevas entidades creadas o escindidas, estos serán asumidos oportunamente con cargo al presupuesto de dichas entidades’ y el parágrafo 1° de este artículo prevé que ‘a partir del 1° de enero de 2012 cada una de las nuevas entidades del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación, creadas o escindidas, asumirá la representación judicial de todas las acciones constitucionales, procesos judiciales, contenciosos administrativos, ordinarios y administrativos que le sean notificados relacionados con temas de su competencia.’
‘De otra parte, mediante Decreto 4802 de 20 de diciembre de 2011 se estableció la estructura de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas”
Así las cosas, es claro que conforme a lo reglado por el artículo 1º, numeral 1º del Decreto 1382 de 2000, la Sala Civil del Tribunal referido, que conoció en primera instancia, carecía de competencia para adelantar y desatar dicho amparo, habida cuenta que el precepto mencionado numeral 2º le asignó esa facultad a los Jueces de Circuito, dado que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al Departamento Administrativo de la Prosperidad Social, cuenta con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, de acuerdo con lo reglado en el numeral 2° del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, es una entidad descentralizada por servicios del orden nacional.”

4. De todo lo cual se concluye que a partir del 1° de enero de este año los asuntos que conocía la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, fueron asumidos por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación de las Víctimas, entidad descentralizada por servicios del orden nacional que cuenta con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonial. Por tanto y de acuerdo con  el decreto 1382 de 2000, el despacho al que incumbe conocer de la presente acción de tutela es el Juzgado Cuarto Penal del Circuito.
DECISIÓN

Por lo expuesto, esta Sala Mixta No. 9 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, RESUELVE: 

Primero:    Declarar que el Juzgado Cuarto Penal del Circuito, es el competente para conocer de la acción de tutela promovida por la señora Luz Miryam Salazar Brito.  
Segundo:   Remítase el expediente al despacho judicial mencionado, y comuníquese de lo así resuelto a la interesada y a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de este Distrito Judicial. 

Notifíquese y cúmplase

Los Magistrados

Fernán Camilo Valencia López

Manuel Yarzagaray Bandera

Ana Lucía Caicedo Calderón
� Sala de Casación Civil providencia de 23 de marzo de 2012. Magistrado Ponente: doctor Jaime Alberto Arrubla Paucar.
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